
CONCLUSIONES

Fruto de la evolución de nuestro propio objeto de estudio, su título 
ha sufrido no pocos vaivenes. Esta mutabilidad iba en paralelo con su 
propia naturaleza, actual y novedosa, advertida desde sus inicios como 
un arma de doble filo. Pese a todo, dicha novedad marca el carácter y el 
sentido propio del trabajo, entendiendo que intentar dar respuestas jurí-
dicas a entornos cambiantes no es sino un deber social que debe marcar 
la labor de los académicos dedicados al análisis crítico del derecho.

Así las cosas, la obra ha estado comprometida, desde sus inicios, 
con una práctica cambiante, que es la personalización en el desarrollo 
de prácticas comerciales en los mercados digitales y, más concreta-
mente, en relación con la actividad publicitaria. Este compromiso nace 
de una preocupación constante en la política de la UE de las últimas 
décadas, centrada en superar los efectos adversos derivados de la 
actividad de grandes plataformas en el mercado único digital y en 
nuestro sistema de valores y derechos fundamentales. Los principales 
focos de atención se han dirigido a la lucha contra la discriminación 
y a la protección de la autonomía de la voluntad. La propia forma 
de referirnos a las conductas analizadas, «la explotación», deja entre-
ver, en cierto modo, que el punto central de análisis se proyecta sobre 
las utilizaciones negativas o adversas de la personalización.

Dicho esto, el trabajo no es ajeno a los usos positivos que puede 
conllevar la elaboración de perfiles comerciales, entre los que desta-
ca la filtración de contenidos de mayor interés en un ámbito digital 
marcado por el exceso de información. En suma, esta personalización 
permite reducir los costes de transacción derivados de encontrar la in-
formación o el producto pertinente en un contexto decisorio marcado 
por la abundancia. Tales efectos positivos son tenidos en cuenta en el 
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presente examen, si bien el foco se sitúa, como adelantábamos, en sus 
efectos perjudiciales, particularmente cuando los sujetos afectados 
presentan características (intrínsecas o circunstanciales) especialmente 
vulnerables.

Aunque el legislador de la UE se ha esforzado por establecer 
mecanismos (ex ante y ex post) para combatir los efectos pernicio-
sos del procesamiento digital de datos para llevar a cabo prácticas 
personalizadas con potencialidad lesiva, a lo largo del estudio se han 
evidenciado deficiencias sustanciales en la regulación. Llegamos, 
incluso, a plantearnos si nos encontramos ante una hiperregulación 
de papel mojado, dado el amplio espectro de normas aplicables y su 
limitada virtualidad efectiva. Con ánimo no de resultar pesimistas, 
sino de reflexionar y optar por vías jurídicas que guarden un efecto 
útil, concluimos este estudio con las conclusiones que a continuación 
siguen, todas las cuales podrían haber conformado títulos alternativos 
del presente trabajo o, al menos, de las secciones que lo componen.

I.	 LA ASEPSIA DE LAS PROHIBICIONES 
ABSOLUTAS ANTE LOS EFECTOS POSITIVOS DE 
LOS PERFILES PUBLICITARIOS QUE UTILIZAN 
DATOS SENSIBLES

El valor económico de los datos es un hecho que se ha puesto 
de manifiesto en la última década de forma particular en el mercado 
de la publicidad digital. Las continuas reivindicaciones a favor de una 
prohibición de la publicidad online personalizada desembocaron en lo 
que, en su momento, pudo parecer una solución intermedia entre tales 
exigencias sociales y los intereses económicos de los diversos operado-
res que participan en la publicidad online. Nos referimos a la decisión 
del legislador de la UE de prohibir, a través de la DSA, a los presta-
dores de plataformas en línea presentar publicidad basada en perfiles 
utilizando datos sensibles.

De este modo, la política normativa de la Unión abordaba las cre-
cientes preocupaciones sociales por el auge de la publicidad persona-
lizada, situadas, particularmente, en los riesgos sobre la privacidad, 
la protección de datos, la no discriminación y la protección de la libre 
toma de decisiones. El presente estudio ha subrayado las limitaciones 
del ámbito personal y material de dicha prohibición. Este análisis ob-
jetivo precisa sumar una reflexión sobre la racionalidad misma de di-
cho precepto o, dicho de otra forma, sobre si esta decisión legislativa 
obedece a unos criterios o principios que tengan sentido en el acervo 
de la UE.

La respuesta pasa por determinar si el establecimiento de una pro-
hibición absoluta como la referida responde a los principios rectores 
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de este acervo, entre los que destaca el principio de proporcionalidad, 
el cual exige un justo equilibrio entre los diversos intereses contrapues-
tos. Dicho de otra forma, conviene valorar si el camino hacia prohibi-
ciones absolutas en sede publicitaria toma un rumbo que consideremos 
adecuado. Esta vía no carece de precedentes, habiendo sido precedida 
por determinadas prohibiciones sobre anuncios de tabaco, alcohol, ar-
mas o juegos de azar, en las que el legislador decidió priorizar ciertos 
intereses públicos (como la salud o la seguridad) sobre la libre actua-
ción en el mercado de los operadores afectados.

Ahora bien, en el caso de la publicidad basada en perfiles utilizando 
datos sensibles, este equilibrio de intereses se dificulta. Los intereses 
económicos se mantienen, toda vez que, en el otro lado, permanece 
la protección de los intereses y derechos de los destinatarios (como 
la privacidad o la no discriminación). Resulta fundamental subrayar 
que dichos derechos no se ven perjudicados siempre y automáticamente 
por todo anuncio basado en datos sensibles. Es más, el propio anuncio 
puede presentarse como beneficioso o útil para el destinatario, sirviendo 
para filtrar información que le sea de interés.

El problema de origen aquí detectado es la creciente tendencia 
del legislador de la UE a realizar una aproximación basándose en la 
naturaleza de los datos y no en los efectos o usos particulares de los 
mismos. Esta tendencia es un legado de la normativa de protección 
de datos, por la cual todo tratamiento que contravenga sus princi-
pios y preceptos se traduce en un reproche de ilicitud, sin resultar 
relevante si el tratamiento de tales datos ha derivado o no en daños 
(aunque su concurrencia guarde importancia a efectos sancionadores 
y compensatorios).

En suma, la creciente asepsia de la normativa de la UE con respecto 
a los usos positivos de los datos personales, así como la minimización 
de otros intereses (como la libertad de empresa, o el fomento de la 
competencia) obligan a replantear si la vía de las prohibiciones abso-
lutas se plantea como una vía justa y proporcionada para la política 
legislativa. En otras palabras, la vía de las prohibiciones absolutas 
debe ser un camino a tomar con cautela en la futura política normativa. 
Se plantea la conveniencia de dotar de un mayor protagonismo a los 
efectos (probables o reales) del tratamiento de datos personales, y no 
a su naturaleza, adoptando una verdadera aproximación por riesgo.

Pese a las posibles críticas a la racionalidad de esta prohibición ab-
soluta, desde un punto de vista práctico, conviene detenernos a analizar 
si dicha prohibición presenta, en la realidad, un efecto útil.
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II.	 REMISIONES AL RGPD, LA OBSOLESCENCIA 
DEL CONCEPTO DE DATOS SENSIBLES Y SU 
HERENCIA (SIN BENEFICIO DE INVENTARIO)

La primacía del RGPD como lex specialis en lo referente al trata-
miento de datos personales responde a un orden natural y lógico para 
mantener la seguridad jurídica en el marco de la UE. A pesar de esta 
primacía del RGPD en caso de conflicto, el sistema de relaciones nor-
mativas manifiesta una dependencia excesiva del Reglamento, optando 
por germinar (excesivamente) nuevas normas con conceptos del RGPD. 
Un claro y problemático ejemplo es la forma de delimitación de los 
datos sensibles en la prohibición de la DSA.

Si bien tiene completo sentido que la DSA se remita a la defini-
ción de datos sensibles ofrecida por el RGPD, la propia incorporación 
de esta noción en la prohibición de la  DSA no resultaba, a nuestro 
entender, necesaria ni conveniente. Por un lado, porque el legislador 
de la UE disponía de conceptos mucho más amplios a los que podía 
haber vinculado la aplicación de la norma, como el de vulnerabilidad. 
Por otro, porque la configuración de los datos sensibles fue objeto 
de discordia legislativa desde sus inicios y todo escepticismo sobre 
su formulación no ha hecho sino incrementarse.

Las razones en que se basan estas arduas críticas, que compartimos, 
son principalmente dos. La primera es la dificultad de esclarecer con ni-
tidez el criterio seguido para calificar ciertos datos como sensibles, 
como las convicciones filosóficas (cuya definición y alcance son una 
incógnita) y excluir otros, como la situación financiera. La segunda, 
que la técnica ha experimentado un grado de avance hasta un punto 
en que cualquier dato personal puede ser (o convertirse en) un dato 
sensible. Se pone en entredicho qué tienen de especial las categorías es-
peciales de datos (denominadas datos sensibles) cuando cualquier dato 
puede acabar por encajar dentro de este marco y someterse con ello 
a su regulación especial.

La principal consecuencia del arrastre del concepto de datos sensi-
bles a otras normas es clara. Estas últimas aceptan la noción de datos 
sensibles sin beneficio de inventario, a pesar de tratarse de una noción 
que suscita más dudas interpretativas que beneficios aplicativos reales.

Desde una perspectiva práctica, es posible que estas dudas in-
terpretativas afecten no solo a la autoridad competente para abrir 
investigaciones (la Comisión Europea), sino también a los prestado-
res de servicios de plataforma. Pasando a un ejemplo concreto: hasta 
la fecha, el único precedente reseñable ha sido la voluntaria retirada 
por parte de LinkedIn de una de sus técnicas de personalización pu-
blicitaria, a raíz de investigaciones abiertas por la Comisión por un 
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posible incumplimiento de la referida prohibición de la DSA 1. Visto así, 
es posible que la interpretación de la norma (especialmente en lo refe-
rente a los datos sensibles) sea profundamente incierta, lo que no resta, 
en contrapartida, su posible efecto disuasorio, favoreciendo la adopción 
de medidas voluntarias. Ante la inseguridad jurídica que deriva del con-
cepto podría producirse una aproximación de cumplimiento voluntario 
por parte de las empresas, que adaptarían el modo en que utilizan 
los datos a una opción que consideren segura y, con todo, resulte útil 
para el desarrollo de su actividad.

III.	 LA NOCIÓN DE PLATAFORMA Y LA INCIERTA 
REFORMULACIÓN DEL CONCEPTO DE DIFUSIÓN 
AL PÚBLICO

La estrategia digital de la Unión Europea pone su foco en las de-
nominadas plataformas digitales. Sin embargo, los perfiles que utiliza 
la normativa para definir estas no son uniformes, como se desprende 
del distinto sentido que tiene el concepto en la DSA y la DMA. De ma-
nera particular, se ha de criticar que el ámbito personal de la prohibi-
ción de la DSA excluya a servicios que no sean plataformas en línea 
pero que, sin embargo, se caractericen por explotar vulnerabilidades 
de los usuarios. Un ejemplo especialmente problemático de ello es el 
de los videojuegos en línea, caracterizados por basar su modelo de ne-
gocio en la creación de adicciones en sus usuarios para su explotación 
comercial.

Igualmente, el concepto de plataforma de la DSA plantea no pocos 
interrogantes derivados del requisito de que el servicio difunda infor-
mación al público, entendiendo el concepto de público en el nuevo 
sentido de la DSA. La reformulación de este concepto se plantea pro-
blemática por dos razones. La primera, por cuestiones de coherencia 
en el sistema, ya que este término disfrutaba de una definición con-
solidada a partir de la jurisprudencia del TJUE. Hubiera sido prefe-
rible que la DSA no incorporase una definición propia del concepto 
de difusión al público, optándose en su lugar por la remisión al con-
cepto de público del TJUE como concepto autónomo de derecho de la 
UE. Otra alternativa hubiese sido incorporar verbatim la definición 
del TJUE, opción que no es nada insólita en la normativa de la Unión.

Sin embargo, el legislador europeo no adoptó ninguna de estas 
dos opciones. La consecuencia, además de la incoherencia sistémica, 
es una mayor inseguridad jurídica sobre si ciertos servicios son o 

1  European Commission, «Statement by Commissioner Breton on steps announced by 
LinkedIn to comply with DSA provisions on targeted advertisement», Press Release, del 7 de 
junio de 2024.
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no servicios de plataforma. Por contra, el legislador decidió incluir 
en la DSA una definición propia de público como un número potencial-
mente ilimitado de terceros. La diferencia es grave: aludir a un número 
potencialmente ilimitado, que no potencialmente indeterminado (como 
se entendía previamente), ha derivado en que el punto de conexión ma-
terial de la norma se someta a una noción mucho menos flexible. Parece 
excluir así a servicios que fijen un número máximo de destinatarios, 
por elevado que pueda ser ese número, si bien sostenemos que esta in-
terpretación no asegura el efecto útil de la norma y puede desencadenar 
situaciones de fraude de ley.

A nuestro entender, la aclaración del concepto de difusión al públi-
co pasará, inevitablemente, por una cuestión prejudicial ante el TJUE. 
No sería baladí plantearla, puesto que de su esclarecimiento depende 
no solo la aplicabilidad de la prohibición de la DSA objeto de nues-
tro estudio, sino de todas aquellas normas dirigidas a las plataformas 
en línea, como son las referentes a la difusión de contenidos ilícitos, 
núcleo de la DSA.

IV.	 LA LISTA DE VLOPS Y LA NO INCLUSIÓN DE LOS 
SERVICIOS DE INTERMEDIACIÓN PUBLICITARIA

Los principales servicios de intermediación publicitaria (Alphabet 
Advertising, Meta Ads y Amazon Ads) juegan un papel crucial dentro 
del mercado único digital, especialmente por su presencia en todo el te-
rritorio de la Unión y el amplio alcance de su actividad. Recordemos 
que, conforme a la DSA, aquellos servicios de plataforma que alcancen 
o superen los 45 millones de destinatarios activos mensuales dentro 
del territorio de la Unión deben ser designados como VLOPs por la 
Comisión Europea. El concepto de destinatarios activos no se limita 
a quienes interactúan directamente con la publicidad, sino que también 
abarca a quienes están expuestos a dicha información, incluyendo 
anunciantes, medios publicitarios y usuarios finales.

Este hecho, sumado a la delimitación de servicios de intermediación 
publicitaria como servicio diferenciado del servicio principal, nos lleva 
a plantear que los servicios publicitarios de Alphabet, Meta y Amazon 
superan ampliamente este umbral cuantitativo al integrar sus servicios 
publicitarios en interfaces propias y de terceros que han sido previa-
mente designadas como  VLOPs, tales como Facebook e Instagram, 
en el caso de Meta; Amazon Store, en el caso de Amazon; o Google 
Maps y Google Play, en el caso de Alphabet.

Si bien estos prestadores aún no han diferenciado formalmente 
sus servicios de intermediación publicitaria respecto de otros servi-
cios principales en sus informes públicos, es evidente que el alcance 
efectivo de sus anuncios supera considerablemente el umbral estable-
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cido por la DSA, cumpliendo así el requisito numérico necesario para 
ser considerados VLOPs. Su designación implicaría el sometimiento 
a obligaciones adicionales impuestas por la DSA, lo que serviría para 
fomentar la apertura de investigaciones por parte de la Comisión sobre 
el umbral cuantitativo de estos servicios de intermediación publicitaria.

V.	 LA VIOLACIÓN DE NORMAS POR INFRACCIÓN 
DEL RGPD Y LAS DIFICULTADES PARA SU 
APLICACIÓN POR EL JUEZ NACIONAL

La práctica en la aplicación de la violación de normas como acto 
de competencia desleal se ha desarrollado ligada a conductas offline, 
como la infracción de normas sobre horarios de apertura de comercios. 
Este instrumento jurídico ha ganado un mayor protagonismo en el 
ámbito del tratamiento de datos con fines de publicidad online, visto 
el incremento del valor competitivo de los datos. Si bien esta aclara-
ción no era completamente necesaria, el TJUE reafirmó con rotundidad 
en el caso Lindenapotheke que el RGPD no se opone a una normativa 
nacional que acoja la violación de normas por infracción del citado 
Reglamento. Con ello se pone de relieve la prospectiva relevancia 
de esta vía nacional.

Ahora bien, sería razonable calificar de cuando menos difícil 
la postura del juez nacional cuando examine un supuesto de infracción 
de normas por incumplimiento del RGPD con fines publicitarios, máxi-
me cuando la infracción alegada es de una complejidad tan profunda 
como el modelo pay-or-okay. Cabe recordar que, en sede de violación 
de normas, no existe prejudicialidad ni vinculación del juez civil por la 
calificación que de los hechos hayan podido hacer — en su caso — 
las autoridades competentes, si bien entendemos que la aproximación 
del juez nacional no puede ser sino cauta. Este es el fondo del caso 
de la demanda en España de la Asociación de Medios de Información 
a Meta. El caso se originó con una demanda en diciembre de 2023, 
la audiencia previa se celebró en noviembre 2024 y la vista oral ha que-
dado fijada para octubre de 2025 2. Esta dilatación temporal, aun usual 
en el sistema de justicia español, ya denota en cierto modo la compleji-
dad del caso, acorde con los coetáneos pronunciamientos respecto a la 
legalidad de las bases de tratamiento empleadas por Meta.

Aunque, insistamos, no hay prejudicialidad ni efecto vinculante 
de la calificación de los hechos que haya hecho una autoridad adminis-
trativa, no sería extraño que el juez, en lo respectivo a la apreciación 

2  Información disponible en Poder Judicial España, «La Asociación de Medios de Infor-
mación reclama 551 millones de euros a Meta por competencia desleal», Comunicación Poder 
Judicial, 29 de noviembre de 2024.
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de una infracción normativa, se alinee con pronunciamientos previos 
de las autoridades competentes, como es la decisión de la Comisión 
Europea en la que se sanciona con 200 millones de euros a Meta por la 
ilicitud del modelo pay-or-okay por infracción del art. 5.2 DMA, en re-
lación con las normas sobre consentimiento incluidas en el  RGPD. 
La coherencia del juez nacional con pronunciamientos previos de la 
Comisión Europea sería prudente, en vista no solo de una coherencia 
con el sistema de la Unión, sino considerando, por otro lado, que orde-
namientos como el alemán también incorporan la violación de normas 
y sus tribunales pueden enfrentarse a demandas similares. Así las cosas, 
la resolución judicial de la demanda referida, aun enmarcada a nivel 
español, podría servir como referente internacional.

VI.	 LÍMITES A LAS FLEXIBILIZACIONES 
INTERPRETATIVAS DE LA DPCD

La violación de normas no es el único instrumento jurídico que la 
competencia desleal ofrece como medida para afrontar la materia aquí 
tratada. La vía de las prácticas comerciales desleales, en particular 
las prácticas agresivas, se planteaba por este trabajo y por recientes es-
tudios de la Comisión Europea como una opción para afrontar prácticas 
no acompasadas por la prohibición de la DSA. La DPCD y su trans-
posición a nuestro ordenamiento cuentan ya con un amplio recorrido 
que empezaba a plantear dudas sobre su adaptabilidad al alto grado 
de personalización actual de ciertas prácticas comerciales.

Entre estas disyuntivas estaba el concepto de consumidor medio. 
Si bien la STJUE Compass Banca SpA tiene en cuenta las limitaciones 
cognitivas de los consumidores, a menudo explotadas mediante siste-
mas de IA, se cae en el riesgo de someter a los consumidores a una 
sobreprotección, que tendría como precio la limitación excesiva de las 
prácticas comerciales y de la libertad de empresa. Otro dilema era la 
adaptabilidad del concepto de vulnerabilidad de la cláusula general 
de deslealtad. La literalidad de la cláusula se refiere a aquellas prácticas 
que puedan distorsionar el comportamiento económico únicamente de 
«un grupo claramente identificable de consumidores especialmente 
vulnerables» a dichas prácticas o al producto al que se refieran. Se plan-
tea la duda, ya expuesta por la doctrina, de si dicho precepto es apto 
para integrar prácticas comerciales basadas en perfiles individuales 
(altamente personalizadas), donde no concurre un grupo de referencia 
claramente identificable.

La Comisión Europea, en su guía sobre patrones oscuros, así como 
parte de la doctrina, aboga por acoger en este precepto no solo a grupos 
claramente identificables, sino también a consumidores individualmen-
te considerados o, dicho de otra forma, por considerar al consumidor 
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concreto como un grupo en sí mismo. Si bien la norma puede some-
terse a criterios interpretativos que la moderen hasta cierto punto, esta 
flexibilización nos resulta excesiva. La literalidad de la norma guarda 
un sentido, que no es otro que la seguridad jurídica, y la normativa 
aplicable presenta, como hemos expuesto, vías alternativas para paliar 
estas prácticas que no pasen por equiparar un individuo a un grupo.

Pese a la anterior interpretación (que sostenemos contundente-
mente) podría resultar conveniente, a efectos de claridad normativa, 
plantear una cuestión prejudicial ante el TJUE, en la que se instase 
al Tribunal a aclarar la siguiente cuestión:

¿Ampara el concepto de «grupo concreto de consumidores» 
del art. 5.2.b) de la  DPCD solo a grupos claramente identificables, 
o debe entenderse que este concepto acoge también a «consumidores in-
dividualmente considerados» cuando la práctica sea muy personalizada 
o no se pueda señalar claramente a un grupo de referencia?

VII.	 LA AIA Y LA DPCD:  
UN MATRIMONIO BIEN AVENIDO

En el referido caso Compass Banca SpA, el TJUE subrayó la com-
plementariedad entre la  DPCD y la AIA, si bien era razonable (sin 
necesidad de una cuestión prejudicial) indicar que la AIA resulta de es-
pecial aplicación sobre prácticas de IA que fomenten sesgos cogniti-
vos en los destinatarios de prácticas comerciales. Dicho esto, no está 
de más subrayar dicho carácter complementario, en vista de las virtudes 
que puede presentar la aplicación de la AIA.

Por un lado, cabe destacar la propia naturaleza de la  AIA. 
Al ser un Reglamento de la UE, es una norma de aplicación directa, 
por lo que evita los problemas de transposición nacionales que enfrentó 
la DPCD. Por otro lado, las prohibiciones de técnicas manipulativas, 
subliminales o explotadoras de vulnerabilidades de la  AIA pueden 
aplicarse teniendo en cuenta al miembro medio del grupo afectado 
o a una persona física individualmente considerada, lo que sirve para 
acoger prácticas comerciales de IA tanto segmentadas como extre-
madamente personalizadas, superando los problemas interpretativos 
que plantea la DPCD. De igual forma, los ámbitos materiales de dichas 
prohibiciones evitan la noción del consumidor medio, lo que sirve para 
concluir que el legislador de la UE puede formular nuevas propuestas 
legislativas que no dependan de conceptos problemáticos incorporados 
en normas precedentes.
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VIII.	 QUÉ ES SER VULNERABLES,  
SI TODOS SOMOS VULNERABLES

El concepto de vulnerabilidad se ha mencionado en no pocas oca-
siones a lo largo del presente examen. Entre ellas, al justificar la razón 
de ser de la regulación de datos sensibles y de la prohibición de la DSA; 
al considerar las prácticas comerciales desleales bajo el prisma de la 
cláusula general de deslealtad; y al analizar la homónima prohibición 
de sistemas de IA que exploten vulnerabilidades, si bien este concepto 
encuentra también su conexión con las prácticas de IA manipuladoras 
y subliminales.

La vulnerabilidad se ha transformado en un factor clave en la 
regulación del mercado único digital y de las relaciones que en ella 
rigen. A nuestro entender, de este concepto se derivan tres reflexiones 
interconectadas. La primera, que no hay un claro consenso sobre qué es 
la vulnerabilidad, ni en el propio marco normativo, ni en el jurispru-
dencial, ni en el doctrinal. La segunda, que la vulnerabilidad ha pasado 
a ser un concepto jurídico indeterminado, formando parte de un elenco 
compuesto por nociones como la buena fe, el interés general, la esen-
cialidad, la moral, o la urgencia. La tercera, derivada de la anterior, 
es que esta configuración como un concepto jurídico indeterminado 
no obsta (es más, exige) descender de la abstracción a la particulariza-
ción. Parafraseando a García de Enterría, nos referimos a «supuestos 
de hecho o áreas de intereses o de actuación perfectamente identifica-
bles […] existe un límite a la indeterminación, y un límite manifiesto 
y patente, nada impreciso, ambiguo o vaporoso, un límite rotundo» 3. 
La vulnerabilidad, como todo concepto jurídico indeterminado, de-
manda una acción que configura el propio sentido del derecho: aplicar 
las generalizaciones al caso concreto y real.

En suma, la apreciación de la vulnerabilidad no es sino otra forma 
de considerar las circunstancias y de aplicar un examen casuístico, ac-
tividad que carece de novedad en la tradición jurídica y que configura 
la propia naturaleza de la aplicación del derecho, lo que determina 
que toda persona, en determinados casos, puede llegar a ser vulnerable.

IX.	 LA HIPERREGULACIÓN DE LAS PRÁCTICAS 
COMERCIALES PERSONALIZADAS

La conclusión evidente del presente trabajo es la hiperregulación 
existente sobre las prácticas comerciales personalizadas. Este fenó-

3  García de Enterría, «Una nota sobre el interés general como concepto jurídico inde-
terminado», Revista española de derecho administrativo, núm. 89, 1996, p. 83.
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meno tiene como ejemplos la DSA, la DMA, el RGPD, la normativa 
de transposición de la DPCD y la AIA, por no mencionar que, si nos 
encontrásemos ante anuncios sobre productos o servicios especiales 
(como el alcohol, los cosméticos o los juegos de azar), el examen 
se complicaría aún más.

Esta hiperregulación se traduce en las dificultades, a efectos 
de compliance, que atraviesan los diversos operadores participantes 
en la personalización de prácticas comerciales. Si bien estas medidas 
tienen como objeto crear un entorno digital más seguro y respetuoso 
con los derechos de los destinatarios, los prestadores de servicios 
son sometidos a crecientes obligaciones de prevención y gestión 
de riesgos, incluyendo el establecimiento de altos requisitos técnicos (y 
costosos) que aseguren el uso de sistemas automatizados transparentes 
y explicables. A ello se suma la posible aplicación de multiplicidad 
de sanciones derivadas de estas normas, donde la aplicación de los 
principios de proporcionalidad y ne bis in idem no siempre resulta 
clara, teniendo como consecuencia general la inseguridad jurídica, 
así como, previsiblemente, excesivas intromisiones sobre el mercado 
único digital.

Todo ello nos lleva a concluir con una reflexión (abierta) sobre 
si esta hiperregulación es proporcionada, beneficiosa y útil para el sis-
tema de la UE, sin olvidar que la misma no solo afectará a este sistema, 
en vista del (de largo conocido) efecto Bruselas.
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